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INTRODUCCIÓN 

La CorteIDH cuenta con un amplio repertorio de jurisprudencia sobre violaciones de derechos 

humanos cometidas por las fuerzas de seguridad. El estudio sistemático de estos casos admite 

distinguir el abordaje de diferentes situaciones. En torno a esta cuestión, contamos con una 

gran cantidad de precedentes en los que se desarrollaron estándares en materia de 

detenciones ilegales y/o arbitrarias1, desaparición forzada2, ejecuciones extrajudiciales3, 

violencia institucional en cárceles4, violencia de género5 y tortura6.  

El presente documento se centra, en particular, en la sistematización de las sentencias 

emitidas entre 2011 y 2022 que refieren al uso ilegítimo de la fuerza por parte de los cuerpos 

de seguridad estatales. De esa forma, se plantea como objetivo identificar y describir los 

precedentes en los que la CorteIDH delimitó el rol de estos agentes en el mantenimiento del 

orden público y la seguridad nacional, y estableció cuáles son los límites de su accionar de 

conformidad con las prescripciones de la CADH. Desde ya, esta línea de jurisprudencia dialoga 

con los estándares interamericanos mencionados con anterioridad y con aquellos que refieren 

al deber estatal de prevenir, investigar y sancionar estos hechos. 

Es posible que existan pronunciamientos referidos a la temática tratada que no se encuentren 

comprendidos en este documento. Si estima que se omitió jurisprudencia cuya incorporación 

 
1 Sobre este tema, ver el boletín de jurisprudencia sobre detención personal (2022). 
2 Sobre este tema, ver: Corte IDH. Caso Maidanik y otros Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 15 de 
noviembre de 2021. Serie C No. 444; Corte IDH. Caso Garzón Guzmán y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2021. Serie C No. 434; Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. 
México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370, entre otros. 
3 Sobre este tema, ver: Corte IDH. Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2019. Serie C No. 392; Corte IDH. Caso Hermanos 
Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 
de agosto de 2014. Serie C No. 281, entre otros. 
4 Sobre este tema, ver: Corte IDH. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Corte IDH. Caso Olivares Muñoz y otros 
Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de noviembre de 2020. Serie C No. 415; Corte IDH. 
Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 
2006. Serie C No. 160, entre otros. 
5 Sobre este tema, ver: Corte IDH. Caso Bedoya Lima y otra Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de agosto de 2021. Serie C No. 431; Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. 
México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 
371; Corte IDH. Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2013. Serie C No. 275, entre otros. 
6 Sobre este tema, ver: Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de marzo de 2020. Serie C No. 402, entre otros. Asimismo, consultar 
nuestro boletín de jurisprudencia sobre tortura (nacional) (2021) y boletín de jurisprudencia sobre condiciones 
de detención (internacional) (2015). 

https://repositorio.mpd.gov.ar/jspui/handle/123456789/3837
https://repositorio.mpd.gov.ar/jspui/bitstream/123456789/3898/1/2021.02.%20Tortura.pdf
https://repositorio.mpd.gov.ar/documentos/2015.%20Condiciones%20de%20detenci%C3%B3n%20(internacional).pdf
https://repositorio.mpd.gov.ar/documentos/2015.%20Condiciones%20de%20detenci%C3%B3n%20(internacional).pdf
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pudiera resultar relevante, por favor, escríbanos un correo electrónico a 

jurisprudencia@mpd.gov.ar. 

  

mailto:jurisprudencia@mpd.gov.ar
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1. “CASIERRA QUIÑONEZ Y OTROS V. ECUADOR”. 11/5/2022. 

HECHOS 

La familia Casierra Quiñonez se dedicaba a la pesca en el Puerto de Esmeraldas en Ecuador. Las fuerzas 

navales recibieron información acerca de un grupo pirata que asaltaba las embarcaciones pesqueras 

de la zona. Por ese motivo, el jefe local de la marina ordenó un “operativo antidelicuencial” con el 

objetivo de detener e identificar a los presuntos responsables. Una madrugada, mientras la familia 

Casierra Quiñonez realizaba tareas de pesca en altamar, se acercó una embarcación perteneciente a 

las fuerzas navales. Al creer que se trataba de una nave pirata, los pescadores intentaron huir y 

comenzó una persecución. Los infantes de marina efectuaron numerosos disparos contra la nave. Como 

resultado, murió uno de los pescadores y dos de sus familiares fuero lesionados. Luego del incidente, 

la justicia militar inició una investigación penal contra los miembros de las fuerzas navales. Sin embargo, 

el juzgado interviniente consideró que los infantes habían actuado en el marco del operativo naval y 

sobreseyó a los imputados. Por último, la Corte de Justicia Militar confirmó el sobreseimiento. 

DECISIÓN 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró que Ecuador era responsable por la violación 

de los artículos 4.1 (vida), 5.1 (integridad personal), 8.1, (garantías judiciales) y 25.1 (protección judicial) 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo 

instrumento. 

ARGUMENTOS 

1.1. Uso de la fuerza. Fuerzas de seguridad. Fuerzas armadas. Principio de proporcionalidad. 

Principio de excepcionalidad.  

“[S]i bien los Estados tienen la obligación de garantizar la seguridad y mantener el orden público en su 

territorio, el uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad oficiales debe estar definido por la 

excepcionalidad, y debe ser planeado y limitado proporcionalmente por las autoridades […]. [S]ólo 

podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de coerción cuando se hayan agotado y, 

consecuentemente, hayan fracasado todos los demás medios de control” (párr. 104).  

1.2. Uso de la fuerza. Fuerzas de seguridad. Fuerzas armadas. Principio de legalidad. Principio de 

proporcionalidad. Principio de excepcionalidad.  

“[E]n los casos en que resulte imperioso el uso de la fuerza, esta deberá satisfacer los principios de 

legalidad, finalidad legítima, absoluta necesidad y proporcionalidad, los que han sido definidos por la 

Corte en la forma siguiente: a) Legalidad: el uso excepcional de la fuerza debe estar formulado por ley 

y debe existir un marco regulatorio para su utilización. b) Finalidad legítima: el uso de la fuerza debe 

estar dirigido a lograr un objetivo legítimo. c) Absoluta necesidad: es preciso verificar si existen otros 

medios disponibles menos lesivos para tutelar la vida e integridad de la persona o la situación que se 

pretende proteger, de conformidad con las circunstancias del caso. En un mayor grado de 

excepcionalidad se ubica el uso de la fuerza letal y las armas de fuego por parte de agentes de seguridad 

https://repositorio.mpd.gov.ar/jspui/handle/123456789/4005
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estatales contra las personas, el cual debe estar prohibido como regla general. Su uso excepcional 

deberá ser interpretado restrictivamente de manera que sea minimizado en toda circunstancia, no 

siendo más que el ‘absolutamente necesario’ en relación con la fuerza o amenaza que se pretende 

repeler. d) Proporcionalidad: el nivel de fuerza utilizado debe ser acorde con el nivel de resistencia 

ofrecido, lo cual implica un equilibrio entre la situación a la que se enfrenta el funcionario y su 

respuesta, considerando el daño potencial que podría ser ocasionado. Así, los agentes deben aplicar un 

criterio de uso diferenciado de la fuerza, determinando el grado de cooperación, resistencia o agresión 

de parte del sujeto al cual se pretende intervenir y, con ello, emplear tácticas de negociación, control o 

uso de fuerza, según corresponda. Para determinar la proporcionalidad del uso de la fuerza, debe 

evaluarse la gravedad de la situación que enfrenta el funcionario. Para ello, se debe considerar, entre 

otras circunstancias: la intensidad y peligrosidad de la amenaza; la forma de proceder del individuo; las 

condiciones del entorno, y los medios de los que disponga el funcionario para abordar una situación 

específica” (párr. 105). 

1.3. Uso de la fuerza. Fuerzas de seguridad. Fuerzas armadas. Responsabilidad del Estado. Carga de 

la prueba. 

“[E]n casos como el que ahora se analiza, en los que el uso de la fuerza por parte de agentes estatales 

haya producido la muerte o lesiones a una o más personas, corresponde al Estado la obligación de 

proveer una explicación satisfactoria y convincente de lo sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su 

responsabilidad, mediante elementos probatorios adecuados” (párr. 112). 

1.4. Uso de la fuerza. Fuerzas de seguridad. Fuerzas armadas. Principio de legalidad. Ley 

reglamentaria. 

“[L]os Estados deben crear un marco normativo adecuado que disuada cualquier amenaza del derecho 

a la vida. De ahí que la legislación interna debe establecer pautas lo suficientemente claras para la 

utilización de fuerza letal y armas de fuego por parte de los agentes estatales […]. En cuanto al 

argumento del Estado con relación a los Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de 

fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, y al Código de conducta para funcionarios 

encargados de hacer cumplir la ley, Ecuador no ha demostrado que en la época de los hechos estos 

hubieran sido incorporados a su ordenamiento interno y fueran aplicados de forma regular por parte 

de las autoridades internas” (párr. 114). 

“Una última cuestión que amerita pronunciamiento es lo que atañe al requisito de legalidad, en tanto, 

conforme a los hechos establecidos, el 7 de diciembre de 1999 el Capitán del Puerto de Esmeraldas 

dictó […] la orden de efectuar el ‘operativo antidelincuencial’ a partir de la cual se consumaron los 

hechos del presente caso. Si bien la orden hacía mención, en términos muy generales, de los 

‘[procedimientos]’ que debían seguir los agentes en el marco del operativo […], la naturaleza y alcances 

de la disposición emitida no satisfacen el principio de legalidad exigido por la jurisprudencia 

interamericana, en tanto las pautas sobre el uso de la fuerza, además de ser precisas y claras, deben 

encontrarse previstas por ‘ley’, entendida en sentido formal, es decir, una ‘norma jurídica adoptada por 

el órgano legislativo y promulgada por el Poder Ejecutivo, según el procedimiento requerido por el 

derecho interno de cada Estado’, como ‘exigencia de la necesaria limitación a la interferencia del poder 

público en la esfera de los derechos y libertades de la persona humana” (párr. 115). 



Referencia Jurídica e Investigación 
Secretaría General de Capacitación y Jurisprudencia 

Ministerio Público de la Defensa 

1.5. Uso de la fuerza. Fuerzas de seguridad. Fuerzas armadas. Principio de proporcionalidad. Armas 

de fuego. 

“Según el Estado, la actuación de los militares se enmarcó en los objetivos del ‘operativo 

antidelincuencial’, desarrollado a solicitud de la organización de pescadores, lo que acreditaría la 

finalidad legítima. La Corte observa que este requisito no puede entenderse cumplido en el contexto 

general de la operación desarrollada y de las causas que determinaron su despliegue, sino que es 

preciso analizarlo conforme a las circunstancias particulares de los hechos ocurridos, pues aquella 

visión, además de avalar a priori cualquier uso de la fuerza con el fin de ‘contrarrestar los continuos 

asaltos y robos’ (como preveía la orden emanada del Capitán del Puerto de Esmeraldas), impide 

examinar, en concreto […], la situación y eventual riesgo o amenaza enfrentada por los agentes y la 

respuesta que estos habrían ofrecido ante ello” (párr. 119). 

“[C]on respecto a la finalidad legítima perseguida con el uso de la fuerza, no todo uso de la fuerza 

implica necesariamente el uso de armas de fuego, pues los agentes y fuerzas de seguridad del Estado 

pueden recurrir al uso de la fuerza en múltiples situaciones en las que no es necesario el uso de las 

armas de fuego, tal y como puede suceder, por ejemplo, al detener a una persona en virtud de orden 

judicial, para evitar la comisión de un delito o para mantener el orden público en actos de naturaleza 

pública donde haya congregación de personas y sea necesario garantizar su seguridad” (párr. 120). 

“En cuanto al objetivo de ‘neutralizar’, la Corte estima que, si bien es un fin legítimo pretender detener 

la embarcación para aprehender a sus ocupantes ante la sospecha de que podía ser la lancha pirata 

buscada –según quedó acreditado de los documentos y testimonios rendidos–, resulta 

desproporcionada la utilización de armas letales por parte de agentes de los cuerpos de seguridad del 

Estado, en circunstancias que puedan poner en riesgo innecesariamente la vida y la integridad física de 

las personas. De esa cuenta, cuando el objetivo es neutralizar o detener, corresponde utilizar 

mecanismos menos gravosos, entre estos advertir e intentar persuadir a los ocupantes de la otra 

embarcación para que se detengan, continuar la persecución hasta darles alcance o solicitar el apoyo 

de otras unidades de la fuerza pública, para lo cual, entre el equipo facilitado para desarrollar el 

operativo se incluyó un aparato de comunicación […]. Así mismo, en cuanto al elemento de absoluta 

necesidad que exige verificar si existen otros medios disponibles menos lesivos para tutelar la vida e 

integridad de la persona o la situación que se pretende proteger, de conformidad con las circunstancias 

del caso, era innecesario y desproporcionado como se señaló, el empleo de armas de fuego. Por el 

contrario, se justificaba la utilización de otros medios disponibles, menos gravosos para proteger los 

derechos en juego, sobre todo tomando en cuenta el parámetro que exige un mayor grado de 

excepcionalidad en el uso de la fuerza letal y las armas de fuego por parte de agentes de seguridad 

estatales contra las personas, particularmente de militares contra civiles, el cual debe estar prohibido 

como regla general” (párr. 121). 

“Así lo ha desarrollado la Corte, en el marco del análisis del requisito de absoluta necesidad y 

proporcionalidad en el uso de la fuerza, cuando ha indicado que también es deber del Estado ‘prever 

medidas menos extremas’ para lograr los objetivos trazados en el ámbito de la seguridad y el orden 

público, lo que exige, para la implementación de operativos como el ejecutado en este caso, que exista 

previa planeación, capacitación y organización, a fin de evitar, precisamente, acciones 

desproporcionadas por parte de sus agentes” (párr. 122).  
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2. “GUERRERO, MOLINA Y OTROS V. VENEZUELA”. 3/6/2021. 

HECHOS 

A principios del 2000 existía en Venezuela un escenario de violencia policial y ejecuciones extrajudiciales 

contra hombres jóvenes en situación de pobreza. La mayoría de estos hechos permanecían impunes 

debido a las demoras y a la falta de mecanismos independientes para su investigación. En ese contexto, 

Guerrero, Molina y sus familiares sufrieron numerosos actos de hostigamiento, amenazas y agresiones 

por parte de funcionarios policiales. En más de una oportunidad, la policía mantuvo detenido a 

Guerrero por varios días sin orden judicial. Durante estos episodios, la policía le decía que era 

“antisocial” y “peligroso”, y le propiciaba golpes, insultos y amenazas de muerte. Un informe médico 

posterior indicó que uno de ellos había sufrido lesiones leves y que no presentaba secuelas. Guerrero 

realizó múltiples denuncias ante la fiscalía y la defensoría del pueblo sin obtener respuesta. Una 

madrugada, un grupo de policías se acercó al lugar donde se encontraban Guerrero y Molina, y 

efectuaron varios disparos que ocasionaron su muerte. Luego arribó otra persona a la escena, ató una 

de las piernas de Guerrero al paragolpes de su auto y arrastró su cuerpo. En el marco de la investigación 

seguida por las muertes, la fiscalía interviniente ordenó diversas medidas de prueba al Cuerpo de 

Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas de la Policía (CICPC). Las actuaciones demoraron 

más de 14 años. Durante ese tiempo, algunas medidas de prueba no se produjeron, otras se hicieron 

con demora y se perdió material probatorio. La fiscalía solicitó el sobreseimiento de los policías 

investigados por falta de prueba suficiente y la causa se archivó. 

DECISION  

La Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró que Venezuela era responsable por la 

violación de los artículos 4.1 (derecho a la vida), 5.1, 5.2 (derecho a la integridad personal), 7.1, 7.2, 7.3, 

7.4, 7.5 (derecho a la libertad personal), 8.1 (garantías judiciales) y 25.1 (protección judicial de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento 

y con los artículos 1 y 6 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

ARGUMENTOS  

2.1. Uso de la fuerza. Fuerzas de seguridad. Violencia. Violencia institucional. Igualdad. No 

discriminación. Estereotipos. 

“[R]esultan discriminatorias las lesiones a derechos basadas en la pertenencia, real o supuesta, de una 

persona a un grupo con características determinadas. En este sentido, conforme ha expresado este 

Tribunal, ‘la discriminación efectuada en razón de una de las categorías señaladas a título ilustrativo en 

el artículo 1.1 de la Convención, amerita una particular o peculiar consideración’, en tanto que el 

respectivo hecho ilícito que su ejercicio significa tiene lugar en razón de características de la víctima, o 

de lo que ella ‘representa o parece ser y que es lo que la distingue de las demás personas’” (párr. 92).  

“En este sentido, la prohibición de discriminación relacionada con personas jóvenes, se encuentra 

tutelada por la Convención Americana. Al respecto, la Corte advierte que los hechos del caso, 

vinculados al contexto establecido de violencia policial contra hombres jóvenes en situación de 

https://repositorio.mpd.gov.ar/jspui/handle/123456789/4006
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pobreza, muestran que las violaciones a derechos humanos cometidas contra Jimmy Guerrero tuvieron 

por base la percepción de que él pertenecía al grupo poblacional determinado por esas características” 

(párr. 93).  

“[E]ste Tribunal ha advertido que ‘[e]l empleo de razonamientos estereotipados por parte de las fuerzas 

de seguridad puede dar lugar a actuaciones discriminatorias’. En ese sentido, que tales fuerzas 

sustenten de hecho su actuación en ‘perfiles’ de las personas basados en estereotipos, tal como puede 

ser atribuir a alguien la sospecha de un comportamiento ilícito por ser joven o pobre, puede dar lugar 

a acciones discriminatorias lesivas de los derechos de la persona afectada. Las mismas pueden implicar 

el irrespeto directo de los derechos o también su falta de garantía, inclusive en el marco de procesos 

judiciales, por ejemplo, cuando la falta de actuación respecto a violaciones a derechos humanos 

sufridas por ciertas personas se debe a una normalización o naturalización de las condiciones o actos 

discriminatorios a los que frecuentemente se ven sometidas” (párr. 94).  

“[L]a serie de actuaciones policiales que se analizan en esta Sentencia involucran hechos carentes de 

sustento legal, respecto a los cuales, por tal razón y por el modo en que se produjeron, resulta razonable 

asumir que estuvieron motivados en la percepción de los funcionarios policiales de que el señor 

Guerrero podría presentar algún peligro o merecía ser castigado o maltratado […]. [L]a conducta policial 

contra Jimmy Guerrero, que resultó lesiva de sus derechos, conforme se precisa más adelante, tuvo por 

base concepciones estereotipadas, que resultaban de atribuir a hombres jóvenes en situación de 

pobreza una supuesta peligrosidad, o la probable realización de conductas ilícitas” (párr. 97).  

“[E]n atención al principio de no discriminación, los Estados ‘no puede[n] permitir por parte de sus 

agentes, ni fomentar en la sociedad […] prácticas que reproduzcan el estigma de que […] jóvenes pobres 

están condicionados a la delincuencia, o necesariamente vinculados al aumento de la inseguridad 

ciudadana’. Por el contrario: tienen ‘la obligación de asegurar la protección de los […] jóvenes afectados 

por la pobreza que estén socialmente marginados y, especialmente, evitar su estigmatización social 

como delincuentes’. La Corte considera que el presente caso refleja el incumplimiento de estos 

deberes, y que los hechos que vulneraron los derechos de Jimmy Guerrero tuvieron un sustento 

discriminatorio, en el que confluyeron, de modo interseccional, factores diversos, vinculados a la 

pobreza y a la edad, que hacen a la ‘condición social’ atribuida a la víctima, en los términos del artículo 

1.1 de la Convención” (párr. 98).  

2.2. Fuerzas de seguridad. Detención de personas. Libertad personal. Estereotipos. Arbitrariedad.  

“[U]n ‘incorrecto actuar’ de funcionarios policiales, ‘en su interacción con las personas a quienes deben 

proteger, representa una de las principales amenazas al derecho a la libertad personal’, que cuando se 

concreta ‘genera un riesgo de que se produzca la vulneración de otros derechos, como la integridad 

personal y, en algunos casos, la vida’. En ese sentido, para conminar dicha amenaza, resulta 

imprescindible que el Estado, a través de sus agentes, observe su ‘deber de aplicar en todo momento 

procedimientos conformes a Derecho y respetuosos de los derechos fundamentales, a todo individuo 

que se encuentre bajo su jurisdicción’”7 (párr. 102).  

 
7 En el mismo sentido se pronunció la Corte en los casos Fernández Prieto y Tumbeiro Vs. Argentina. Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 1 de septiembre de 2020. Serie C No. 411, párr. 64; Acosta Martínez y otros Vs. 
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“La ilegalidad de una privación de libertad se presenta cuando no se observa la normativa interna 

aplicable, tanto en el aspecto material como formal. La arbitrariedad, por su parte, no se equipara a la 

contradicción con la ley, sino que resulta más amplia, pues incluye elementos de incorrección, injusticia 

e imprevisibilidad. Así, resulta arbitraria la privación de libertad ejecutada por ‘causas y métodos que –

aun calificados de legales– puedan reputarse como incompatibles con el respeto a los derechos 

fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles o faltos de 

proporcionalidad’. El uso de preconceptos sobre una persona o su comportamiento, o el empleo de 

razonamientos estereotipados por parte de las fuerzas de seguridad, por ejemplo, sobre la supuesta 

peligrosidad de ciertos grupos sociales y la pertenencia de una persona a los mismos, puede dar lugar 

a actuaciones discriminatorias que serán, por consiguiente, manifiestamente irrazonables y 

arbitrarias”8 (párr. 104).  

“Las detenciones fueron […] arbitrarias. En primer término porque […] se realizaron de modo 

imprevisible y, al menos en el último caso, por medio de agresiones físicas que resultaron un medio 

desproporcionado para ejecutar la detención. Además, en segundo lugar, las detenciones se insertaron 

en una serie más amplia de actos cometidos por funcionarios policiales, que, a su vez, son acordes con 

una situación contextual de violencia policial contra hombres jóvenes en situación de pobreza […]. [E]l 

actuar policial en las tres detenciones analizadas obedeció a preconceptos sobre Jimmy Guerrero, que 

implicaban considerarlo, en forma injustificada, como delincuente o peligroso, con base en percibir su 

pertenencia a un grupo etario, económico y social. Las tres detenciones, entonces, resultaron 

discriminatorias y arbitrarias” (párr. 109).  

2.3. Fuerzas de seguridad. Violencia institucional. Derecho a la integridad personal. Tortura. Trato 

cruel, inhumano y degradante. Vulnerabilidad.  

“[S]i bien el examen médico realizado señaló lesiones de carácter ‘leve’ y ausencia de secuelas […], ello, 

por sí mismo, no descarta la posibilidad de padecimientos graves, que no deben ser considerados solo 

en su carácter físico. En este último aspecto, por cierto, los hechos muestran que el señor Guerrero 

sufrió fuertes agresiones, que tuvieron que causarle intensos dolores y malestar. Además, debe 

recabarse en el alto grado de angustia y temor que produjeron […]. Todo lo anterior se inserta en una 

serie de actos cometidos por personal policial contra él o sus familiares […], que incluyeron amenazas 

de muerte. Por lo referido, es razonable asumir que Jimmy Guerrero experimentó un profundo temor 

de ser privado de su vida. Las dolencias físicas que tuvo, entonces, se vieron complementadas con 

graves sufrimientos mentales, dado el impacto psicológico causado por el modo en el que se 

cometieron las agresiones y la situación en la que se insertaron” (párr. 117).  

“Es evidente la intencionalidad de los vejámenes infringidos al señor Guerrero. Tuvieron, además, una 

finalidad o propósito específico. Al respecto, lo sucedido se enmarca en un contexto de violencia policial 

contra hombres jóvenes en situación de pobreza. El mismo tenía por base el prejuicio de que tales 

 
Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2020. Serie C No. 410, párr. 75; Torres 
Millacura y otros Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de agosto de 2011. Serie C No. 
229, párr. 70 
8 En el mismo sentido se pronunció la Corte en los casos Servellón García y otros Vs. Honduras. Sentencia de 21 
de septiembre de 2006. Serie C No. 152, párr. 90; “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77, párr. 131. 
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personas, por su pertenencia a un sector social, resultaban ‘peligrosas’ […]. El ataque, entonces, tuvo 

un sustento discriminatorio, siendo que los funcionarios policiales buscaron amedrentar y castigar al 

señor Guerrero con base en preconceptos ligados la posición económica y condición social” (párr. 118).  

“[R]esulta particularmente grave el ensañamiento de los funcionarios policiales con el cuerpo del señor 

Guerrero, lo cual es otra manifestación de la violencia policial contra hombres jóvenes en situación de 

pobreza, y además refleja la convicción de los agresores de que su conducta no les acarrearía 

consecuencias ulteriores, debido al alto grado de impunidad que caracterizaba estas agresiones […]. 

Los actos en cuestión, muestran que los funcionarios policiales infligieron un trato denigrante al cuerpo 

de Jimmy Guerrero al golpearlo y arrastrarlo atado a un automóvil. La Corte ya ha indicado que el modo 

en que se trate a cuerpos de personas fallecidas puede, según las circunstancias del caso, dar cuenta 

de un trato denigrante en perjuicio de la persona fallecida, así como de sus familiares, y entiende que 

es lo que ha ocurrido en este caso” (párr. 127).  

2.4. Fuerzas de seguridad. Violencia institucional. Debida diligencia. Independencia. Principio de 

imparcialidad.  

“[L]os criterios de independencia e imparcialidad, se extienden también a los órganos no judiciales a 

los que corresponda la investigación previa al proceso judicial, realizada para determinar las 

circunstancias de una muerte y la existencia de suficientes indicios para interponer una acción penal”9 

(párr. 141).  

“[C]onsta en los hechos que, en diversas denuncias presentadas por Jimmy Guerrero antes de su 

muerte, se señaló a personal del CICPC como responsable de actos en su contra. Si bien no se ha 

identificado a los responsables de la muerte de los señores Guerrero y Molina, ha quedado establecido 

que se trató de personal policial y, dados los antecedentes aludidos, no puede descartarse a priori que 

hubiera funcionarios del CICPC involucrados. De este modo, varias diligencias de investigación fueron 

realizadas por un organismo cuyo personal pudo haber tenido participación en los hechos. La Corte 

entiende, entonces, que lo expresado pudo haber influido en irregularidades en la investigación, lo que 

es un elemento que perjudica la debida diligencia en las actuaciones” (párr. 143). 

 

 
9 En el mismo sentido se pronunció la Corte en el caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333, párr. 185. 
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3. “ROCHE AZAÑA Y OTROS V. NICARAGUA”. 3/6/2020. 

HECHOS  

En 1996 dos hermanos iniciaron un viaje desde Ecuador con el fin de emigrar a Estados Unidos. Una 

semana más tarde, tras arribar a Managua, la capital de Nicaragua, se reunieron con otras treinta 

personas migrantes. Todos fueron transportados en una furgoneta a la ciudad de Chinandega. Durante 

ese trayecto el vehículo atravesó tres retenes policiales. El conductor se negó a detenerse ante las 

señales efectuadas por los agentes, lo que provocó que dispararan contra la furgoneta y al menos seis 

personas resultaran heridas, entre las que se encontraron los hermanos. Uno de ellos recibió un 

impacto de bala en la cabeza que le causó la muerte y el otro recibió dos que le produjeron heridas en 

la cadera y muslo derechos. Por esas lesiones fue hospitalizado y permaneció dos meses en coma. El 

Procurador Auxiliar Penal de Justicia de Chinandega denunció a tres militares y tres policías por los 

delitos de homicidio y lesiones. Diez días más tarde, el Juez Primero de Distrito del Crimen acudió al 

hospital con el objeto de tomar declaración a las personas heridas. Debido a la situación de salud en la 

que se encontraba uno de los hermanos, no se le pudo tomar la declaración. En 1997 el Juzgado Primero 

de Distrito del Crimen de Chinandega absolvió a los imputados. Los familiares de los hermanos no 

participaron en el procedimiento. Además, el Estado no les informó de la existencia de un proceso penal 

en contra de los autores de los disparos, ni le fue prestada ningún tipo de asistencia técnica.  

DECISION  

La Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró que Nicaragua era responsable por la 

violación de los artículos 4.1 (derecho a la vida) y 5.1 (derecho a la integridad personal) de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en 

perjuicio de los hermanos Roche Azaña. También de los artículos 8.1 (derecho a las garantías judiciales 

y debido proceso) y 25 (derecho a la protección judicial), en relación con el artículo 1.1, en perjuicio del 

peticionario y sus padres. El Tribunal además concluyó que el Estado era responsable por la violación 

del artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en 

perjuicio de los padres del peticionario.  

ARGUMENTOS  

3.1. Uso de la fuerza. Fuerzas de seguridad. Armas de fuego. Principio de proporcionalidad. Principio 

de legalidad.  

“[E]l uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad estatales debe estar definido por la 

excepcionalidad, y debe ser planeado y limitado proporcionalmente por las autoridades. El Tribunal ha 

estimado que sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de coerción cuando se hayan 

agotado y hayan fracasado todos los demás medios de control. En los casos en los que resulte imperioso 

el uso de la fuerza, ésta debe realizarse en armonía con los principios de legalidad, finalidad legítima, 

absoluta necesidad y proporcionalidad: i. Legalidad: El uso excepcional de la fuerza debe estar 

formulado por ley y debe existir un marco regulatorio para su utilización. ii. Finalidad legítima: el uso 

de la fuerza debe estar dirigido a lograr un objetivo legítimo. iii. Absoluta necesidad: es preciso verificar 

https://repositorio.mpd.gov.ar/jspui/handle/123456789/4007
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si existen otros medios disponibles menos lesivos para tutelar la vida e integridad de la persona o 

situación que se pretende proteger, de conformidad con las circunstancias del caso. En un mayor grado 

de excepcionalidad se ubica el uso de la fuerza letal y las armas de fuego por parte de agentes de 

seguridad estatales contra las personas, el cual debe estar prohibido como regla general. Su uso 

excepcional deberá ser interpretado restrictivamente de manera que sea minimizado en toda 

circunstancia, no siendo más que el ‘absolutamente necesario’ en relación con la fuerza o amenaza que 

se pretende repeler. iv. Proporcionalidad: el nivel de fuerza utilizado debe ser acorde con el nivel de 

resistencia ofrecido, lo cual implica un equilibrio entre la situación a la que se enfrenta el funcionario y 

su respuesta, considerando el daño potencial que podría ser ocasionado. Así, los agentes deben aplicar 

un criterio de uso diferenciado de la fuerza, determinando el grado de cooperación, resistencia o 

agresión de parte del sujeto al cual se pretende intervenir y, con ello, emplear tácticas de negociación, 

control o uso de fuerza, según corresponda. Para determinar la proporcionalidad del uso de la fuerza, 

debe evaluarse la gravedad de la situación que enfrenta el funcionario. Para ello, se debe considerar, 

entre otras circunstancias: la intensidad y peligrosidad de la amenaza; la forma de proceder del 

individuo; las condiciones del entorno, y los medios de los que disponga el funcionario para abordar 

una situación específica”10 (párr. 53).  

“[L]os Estados deben crear un marco normativo adecuado que disuada cualquier amenaza del derecho 

a la vida. De allí que la legislación interna debe establecer pautas lo suficientemente claras para la 

utilización de fuerza letal y armas de fuego por parte de los agentes estatales. [E]l uso de la fuerza debe 

ser regulado en el marco de un sistema que provea garantías efectivas contra un uso arbitrario y 

excesivo de la misma, cuestión que no sucedió en el presente caso” (párrs. 55-56).  

“[C]on respecto al segundo requisito [finalidad legítima], la Corte señala que, en principio, no todo uso 

de la fuerza implica necesariamente el uso de armas de fuego. Efectivamente, los agentes y fuerzas de 

seguridad del Estado pueden recurrir al uso de la fuerza para multitud de situaciones en las que no es 

necesario el uso de armas de fuego, tal y como puede suceder al detener a una persona en virtud de 

orden judicial, para evitar la comisión de un delito o por la comisión de un delito flagrante; o, por 

ejemplo, para mantener el orden público en actos de naturaleza pública donde haya congregación de 

personas y garantizar así su seguridad. [L]a Corte advierte que, de conformidad con la prueba obrante 

en el presente caso, se desprende que la finalidad de los disparos efectuados por los agentes estatales 

fue ocasionar intencionalmente un daño, tanto a la furgoneta como, sobre todo, a las personas que 

iban en su interior” (párr. 60).  

“[N]o se puede concluir que quede acreditado el requisito de ‘absoluta necesidad’ para utilizar la fuerza 

contra personas, cuando estas no representan un peligro directo, ‘inclusive cuando la falta del uso de 

la fuerza resultare en la pérdida de la oportunidad de captura’. [L]a Corte observa que en el presente 

caso se pudieron emplear medios menos lesivos para detener la furgoneta y, por tanto, no se cumplió 

con el requisito de necesidad. En cuanto al análisis de proporcionalidad, la Corte ya ha considerado que 

durante el desarrollo de un evento de despliegue de la autoridad, los agentes estatales, en la medida 

 
10 En el mismo sentido se pronunció la Corte en el caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 371, 
párr. 162; Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
16 de febrero de 2017. Serie C No. 333, párr. 208. 
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de lo posible, deben realizar una evaluación de la situación y un plan de acción previo a su intervención, 

todo ello con el objetivo de minimizar el uso de la fuerza y las fatalidades que se pudieran presentar” 

(párrs. 62 y 63).  

3.2. Uso de la fuerza. Fuerzas de seguridad. Armas de fuego. Principio de legalidad. 

Proporcionalidad. Carga de la prueba. 

“[E]n todo caso de uso o despliegue de la fuerza, en el que agentes estatales hayan producido la muerte 

o lesiones de una persona, corresponde analizar el uso legítimo de la fuerza, puesto que ‘corresponde 

al Estado la obligación de proveer una explicación satisfactoria y convincente de lo sucedido y desvirtuar 

las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante elementos probatorios adecuados’. [L]a Corte 

considera que el Estado no ha logrado acreditar la existencia de un peligro inminente de tal magnitud 

que justificara el uso de armas de fuego, y mucho menos el uso de armas de guerra”11 (párr. 69).  

“[E]n el presente caso no se acreditó la legalidad, finalidad legítima, absoluta necesidad ni 

proporcionalidad del uso de la fuerza ejercido. Efectivamente, la situación ocasionada fue el resultado 

del uso desproporcionado de la fuerza imputable al Estado por el actuar de los funcionarios encargados 

de hacer cumplir la ley. [C]uando los agentes estatales emplean la fuerza ilegítima, excesiva o 

desproporcionada, como en el presente caso, dando lugar a la pérdida de la vida, se considera que se 

ha producido una privación arbitraria de la misma” (párrs. 70 y 71).  

3.3. Recursos. Acceso a la justicia. Debido proceso. Víctima. Derecho a ser oído.  

“[D]e conformidad con la Convención Americana, los Estados Partes están obligados a suministrar 

recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones a los derechos humanos (artículo 25), recursos 

que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo 

ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno 

ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 

jurisdicción (artículo 1.1). Asimismo, ha señalado que el derecho de acceso a la justicia debe asegurar, 

en tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo 

necesario para conocer la verdad de lo sucedido e investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los 

eventuales responsables”12 (párr. 84). 

“La Corte considera que el ejercicio de la acción pública por un Procurador Penal no debería haber sido 

óbice para que la presunta víctima o la parte perjudicada hubieran también participado en el proceso 

penal, máxime cuando la propia legislación nicaragüense así lo habilitaba. Al respecto, la Corte recuerda 

que las garantías establecidas en el artículo 8 de la Convención Americana suponen que las víctimas 

deben contar con amplias posibilidades de ser oídas y actuar en los procesos respectivos, de manera 

que puedan formular sus pretensiones y presentar elementos probatorios y que éstos sean analizados 

 
11 En el mismo sentido se pronunció la Corte en los casos Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de octubre de 2012. Serie C No. 251, párr. 89; Fleury y otros Vs. 
Haití. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 23 de noviembre de 2011. Serie C No. 236, párr. 77. 
12 En el mismo sentido se pronunció la Corte en los casos Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333, párr. 174; Servellón García y 
otros Vs. Honduras. Sentencia de 21 de septiembre de 2006. Serie C No. 152, párr. 151. 
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de forma completa y seria por las autoridades antes de que se resuelva sobre hechos, 

responsabilidades, penas y reparaciones” (párr. 90).  

3.4. Zona de frontera. Acceso a la justicia. Debido proceso. Migrantes en situación irregular. 

Vulnerabilidad.  

“[D]ebe tener especial consideración el hecho de que […] Roche Azaña era una persona migrante, que, 

por las características del presente caso, se encontraba en una clara situación de vulnerabilidad. La 

Corte recuerda que el debido proceso legal es un derecho que debe ser garantizado a toda persona, 

independientemente de su estatus migratorio. Asimismo, la Corte considera que los Estados tienen el 

deber de asegurar que todas las personas que hayan sufrido abusos o violaciones de los derechos 

humanos como resultado de las medidas de gobernanza de fronteras tengan un acceso equitativo y 

efectivo a la justicia, acceso a un recurso efectivo, a una reparación adecuada, efectiva y rápida del 

daño sufrido, así como a información pertinente sobre las violaciones de sus derechos y los mecanismos 

de reparación. En el marco de las operaciones realizadas en zonas fronterizas, los Estados tienen el 

deber de investigar y, cuando proceda, enjuiciar los abusos y violaciones de los derechos humanos 

cometidos, imponer penas acordes con la gravedad de los delitos, y tomar medidas para garantizar que 

no se repitan” (párr. 91).  

“El señor […] Roche Azaña se encontraba, por tanto, en una situación de desigualdad real debido a su 

estatus migratorio que obligaba al Estado a adoptar determinadas medidas especiales que 

contribuyeran a reducir o eliminar los obstáculos y deficiencias que impidieron la defensa eficaz de sus 

intereses por el mero hecho de ser migrante. Cuando no existen estas medidas para garantizar un 

efectivo e igualitario acceso a la justicia de las personas que se encuentran en una situación de 

vulnerabilidad, difícilmente se puede afirmar que quienes se encuentran en esas condiciones de 

desventaja disfrutan de un verdadero acceso a la justicia y se benefician de un debido proceso legal en 

condiciones de igualdad con quienes no afrontan esas desventajas” (párr. 93).  
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4. “MUJERES VÍCTIMAS DE TORTURA SEXUAL EN ATENCO V. 

MÉXICO”. 28/11/2018. 

HECHOS 

Los días 3 y 4 de mayo del año 2006, a partir de un conflicto en el municipio de Texcoco, 

aproximadamente 700 integrantes de la Policía Federal Preventiva (PFP) y 1815 agentes municipales y 

estatales implementaron un operativo con el fin de reprimir las manifestaciones de un grupo de 

trabajadores. Como consecuencia de la represión murieron dos jóvenes. Además, fueron detenidas y 

torturadas 217 personas, entre las que se encontraban las once mujeres víctimas del caso. Este grupo 

se hallaba sujeto al completo control de los agentes y en una situación de absoluta indefensión e 

incomunicación. Entonces, los policías aprovecharon la situación de vulnerabilidad de las detenidas 

para cometer agresiones de naturaleza sexual, golpes y abuso físico, así como amenazas de muerte y 

daño a sus familias. Posteriormente, varias sufrieron un trato denigrante por parte de los primeros 

médicos que las atendieron al llegar al Centro de Readaptación Social, se negaron a revisarlas, a 

practicar exámenes ginecológicos y a reportar o registrar las violaciones sexuales.  

DECISIÓN 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró que México era responsable por la violación 

de los artículos 5.1, 5.2 y 11 (derecho a la integridad personal, vida privada, y a no ser sometido a 

tortura), de los artículos 7.1, 7.2, 7.3, 7.4 (derecho a la libertad personal), 8.1 y 8.2 literales b, d y e, y 

25.1 (derecho a la defensa, a las garantías judiciales y a la protección judicial), de la Convención 

Americana, en relación con las obligaciones generales contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la misma. 

Asimismo, lo declaró responsable de la violación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención 

Interamericana contra la Tortura y el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará.  

ARGUMENTOS  

4.1. Uso de la fuerza. Fuerzas de seguridad. Policía. Derecho de reunión. Principio de legalidad. 

Orden público.  

“La Corte ha recurrido a los diversos instrumentos internacionales en la materia y, en particular, a los 

Principios Básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios encargados de 

hacer cumplir la ley y el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, para 

dotar de contenido a las obligaciones relativas al uso de la fuerza por parte del Estado. Los Principios 

Básicos sobre empleo de la fuerza establecen que ‘[a]l dispersar reuniones ilícitas pero no violentas, los 

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley evitarán el empleo de la fuerza o, si no es posible, lo 

limitarán al mínimo necesario’, mientras que ‘[a]l dispersar reuniones violentas, los funcionarios 

encargados de hacer cumplir la ley podrán utilizar armas de fuego cuando no se puedan utilizar medios 

menos peligrosos y únicamente en la mínima medida necesaria. Los funcionarios encargados de hacer 

cumplir la ley se abstendrán de emplear las armas de fuego en esos casos, salvo en las circunstancias 

previstas en el principio 9’. En este sentido, las normas internacionales y la jurisprudencia de este 

Tribunal han establecido que ‘los agentes del Estado deben distinguir entre las personas que, por sus 
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acciones, constituyen una amenaza inminente de muerte o lesión grave y aquellas personas que no 

presentan esa amenaza, y usar la fuerza sólo contra las primeras’”13 (párr. 160).  

“[E]l uso de la fuerza acarrea obligaciones específicas a los Estados para: (i) regular adecuadamente su 

aplicación, mediante un marco normativo claro y efectivo; (ii) capacitar y entrenar a sus cuerpos de 

seguridad sobre los principios y normas de protección de los derechos humanos, los límites y las 

condiciones a los que debe estar sometido toda circunstancia de uso de la fuerza, y (iii) establecer 

mecanismos adecuados de control y verificación de la legitimidad del uso de la fuerza. [C]ontrario a lo 

alegado por el Estado, su responsabilidad no surge solamente de algunos actos de agentes estatales 

que actuaron fuera de los límites de sus competencias. La responsabilidad del Estado por el uso excesivo 

de la fuerza en este caso también surge por la omisión de las autoridades en prevenir estas 

violaciones”14 (párrs. 161 y 166).  

“Si bien los Estados gozan de un cierto grado de discreción al evaluar el riesgo al orden público, a efectos 

de disponer el uso de la fuerza, esa discrecionalidad no es ilimitada ni carece de condiciones, 

particularmente cuando se trata de reuniones, protestas o manifestaciones protegidas por el artículo 

15 de la Convención. Corresponde al Estado demostrar que adoptó las medidas estrictamente 

necesarias y proporcionales para controlar el riesgo percibido al orden público o a los derechos de las 

personas, sin restringir o violentar innecesariamente el derecho a la reunión pacífica de las demás 

personas. Al respecto, esta Corte ya ha señalado que la seguridad ciudadana no puede basarse en un 

paradigma de uso de la fuerza que apunte a tratar a la población civil como el enemigo, sino que debe 

consistir en la protección y control de los civiles” (párr. 167).  

“[E]n el presente caso, es claro que el uso de la fuerza por parte de las autoridades policiales no era 

legítimo ni necesario, pero además fue excesivo e inaceptable […] en cuanto a la naturaleza sexual y 

discriminatoria de las agresiones sufridas. La Corte concluye que el uso indiscriminado de la fuerza por 

parte del Estado en este caso, resultado de una ausencia de regulación adecuada, una falta de 

capacitación de los agentes, una supervisión y monitoreo ineficiente del operativo, y una concepción 

errada de que la violencia de algunos justificaba el uso de la fuerza contra todos, conllevan violaciones 

a los artículos 5 y 11 de la Convención…” (párr. 170).  

4.2. Fuerzas de seguridad. Violencia institucional. Violencia física. Violencia sexual. Violencia de 

género.  

“[L]as once mujeres de este caso fueron golpeadas, insultadas, maltratadas y sometidas a diversas 

formas de violencia sexual por múltiples policías al momento de su detención, durante sus traslados y 

al momento de su ingreso al CEPRESO. La Corte nota que, en este caso, sobresale la naturaleza sexual 

o sexualizada de toda la violencia ejercida contra las víctimas. Los tocamientos, manoseos, pellizcos y 

golpes se infringieron en partes íntimas y, típicamente reservadas al ámbito de la privacidad de cada 

persona, como los senos, genitales y boca. Además, muchas de ellas fueron sometidas a desnudos 

forzados en los autobuses o camiones en que fueron trasladados al CEPRESO o al entrar al penal. 

 
13 En el mismo sentido se pronunció la Corte en el caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de octubre de 2012. Serie C No. 251, párr. 84. 
14 En el mismo sentido se pronunció la Corte en el caso Servellón García y otros Vs. Honduras. Sentencia de 21 de 
septiembre de 2006. Serie C No. 152, párr. 102. 
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Asimismo, los insultos, abusos verbales y amenazas a los que fueron sometidas las mujeres tuvieron 

connotaciones altamente sexuales y discriminatorias por razones de género [...]. La Corte considera que 

el conjunto de conductas y acciones violentas desplegadas por los agentes estatales en contra de las 

once mujeres víctimas de este caso tuvo naturaleza sexual por lo cual constituyó violencia sexual” (párr. 

188).  

“Por otra parte, en cuanto a la severidad del sufrimiento, este Tribunal ha reconocido que la violencia 

sexual cometida por agentes estatales, mientras las víctimas se encuentran bajo su custodia, es un acto 

grave y reprobable, en el cual el agente abusa de su poder y se aprovecha de la vulnerabilidad de la 

víctima, por lo que puede causar consecuencias psicológicas severas para las víctimas [...]. Asimismo, 

respecto a las violaciones sexuales, esta Corte ha reconocido que constituyen experiencias sumamente 

traumáticas que tiene severas consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima 

‘humillada física y emocionalmente’, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a 

diferencia de lo que acontece en otras experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente 

a la violación sexual el sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o 

enfermedades físicas. Las mujeres víctimas de violación sexual también experimentan severos daños y 

secuelas psicológicas y aun sociales” (párr. 196). 

4.3. Fuerzas de seguridad. Violencia institucional. Violencia sexual. Violencia de género. Tortura. 

“[E]l conjunto de abusos y agresiones sufridas por cada una de las once mujeres de este caso, 

incluyendo pero no limitándose a las violaciones sexuales, constituyeron actos de tortura por parte de 

agentes estatales” (párr. 198). 

“[L]as torturas perpetradas en este caso fueron cometidas en el transcurso de un operativo policial en 

el cual las mujeres se hallaban sujetas al completo control del poder de agentes del Estado y en una 

situación de absoluta indefensión. Lejos de actuar como garantes de los derechos consagrados en la 

Convención a las personas bajo su custodia, los agentes de seguridad del Estado mexicano 

personalmente abusaron, de manera repetida y cómplice, de la situación de vulnerabilidad de las 

víctimas”15 (párr. 199).  

“[L]a gravedad de la violencia sexual en este caso, además de su calificación como tortura, surge 

también por el hecho que se utilizó como una forma intencional y dirigida de control social [...]. Esta 

Corte se ha referido a la forma como la violencia sexual se ha utilizado en los conflictos armados como 

un medio simbólico para humillar a la parte contraria o como un medio de castigo y represión. En este 

sentido, ha resaltado cómo la utilización del poder estatal para violar los derechos de las mujeres en un 

conflicto interno, además de afectarles a ellas de forma directa, puede tener el objetivo de causar un 

efecto en la sociedad a través de esas violaciones y dar un mensaje o lección, pues las consecuencias 

de la violencia sexual suelen trascender de la víctima” (párr. 200). 

“[E]n el presente caso, los agentes policiales instrumentalizaron los cuerpos de las mujeres detenidas 

como herramientas para transmitir su mensaje de represión y desaprobación de los medios de protesta 

empleados por los manifestantes. Cosificaron a las mujeres para humillar, atemorizar e intimidar las 

 
15 En el mismo sentido se pronunció la Corte en el caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 343. 
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voces de disidencia a su potestad de mando. La violencia sexual fue utilizada como un arma más en la 

represión de la protesta, como si junto con los gases lacrimógenos y el equipo anti motín, constituyeran 

sencillamente una táctica adicional para alcanzar el propósito de dispersar la protesta y asegurarse de 

que no volviera a cuestionarse la autoridad del Estado. Este tipo de conductas en el mantenimiento del 

orden público, más que reprochable, es absolutamente inaceptable. La violencia sexual no tiene cabida 

y jamás se debe utilizar como una forma de control del orden público por parte de los cuerpos de 

seguridad en un Estado obligado por la Convención Americana, la Convención de Belém do Pará y la 

Convención Interamericana contra la Tortura a adoptar, ‘por todos los medios apropiados y sin 

dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar’ la violencia contra las mujeres” (párr. 

204). 

4.4. Violencia institucional. Violencia sexual. Tortura. Debida diligencia. Perspectiva de género. 

Estereotipos de género. Revictimización. 

“En el presente caso, [...] se desacreditó a las mujeres desmintiendo la violencia sexual con base en la 

afirmación de que no había denuncias, cuando no solamente eso resulta irrelevante, en tanto el deber 

de investigar surge independientemente de la existencia de una denuncia ante la existencia de indicios, 

sino que además era falso, en tanto varias de las mujeres habían intentado denunciar los hechos sin 

que las autoridades se lo permitieran […]. El Tribunal también advierte la utilización de frases tendientes 

a justificar o quitar responsabilidad a los perpetradores, por ejemplo, al reducir los abusos policiales a 

una consecuencia del estrés, así como la perpetración de estereotipos relativos a la falta de credibilidad 

a las mujeres al atribuir las denuncias a tácticas de ‘grupos de insurgencia’ o ‘radicales’ […]. En definitiva, 

la Corte advierte que declaraciones de este tipo no solo son discriminatorias y revictimizantes, sino que 

crean un clima adverso a la investigación efectiva de los hechos y propician la impunidad” (párr. 313). 
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5. “FAVELA NOVA BRASILIA V. BRASIL”. 16/2/2017. 

HECHOS 

En octubre de 1994 se realizó un procedimiento policial en la Favela Nova Brasilia, Río de Janeiro. 

Durante la operación, policías civiles y militares invadieron casas y dispararon a los ocupantes. A su vez, 

otras personas fueron detenidas y, luego, asesinadas. Los cuerpos fueron llevados a la plaza principal 

de la comunidad. En dos de las casas invadidas, los integrantes de las fuerzas de seguridad cometieron 

actos de violencia sexual. En mayo de 1995, otro grupo de policías incursionó en la misma favela. En 

principio, esta operación tenía como objetivo detener un cargamento de armas que sería entregado a 

traficantes de droga de la localidad. Como resultado de esas irrupciones, veintiséis personas resultaron 

muertas. Dentro de este grupo, cuatro eran niños. Las muertes fueron registradas, respectivamente, 

bajo la categoría de “resistencia al arresto resultante en la muerte de los opositores” y “tráfico de 

drogas, banda armada y resistencia seguida de muerte”. La investigación de los hechos estuvo a cargo 

de la División de Represión de Robos y Hurtos de la Policía Civil de Río de Janeiro. Con posterioridad, 

los casos se remitieron al Ministerio Público. Respecto de la incursión de 1994, durante más de cuatro 

años no se desarrolló ningún acto procesal y, finalmente, en 2009 se solicitó su archivo por “extinción 

de punibilidad por la prescripción”. En 2013, a raíz de un Informe de Fondo emitido por la CIDH, se 

solicitó el desarchivo de la investigación. Sin embargo, no se esclarecieron las muertes y nadie fue 

sancionado por los hechos. Las autoridades nunca investigaron los actos de violencia sexual. Por otro 

lado, la investigación sobre la segunda operación, la de 1995, fue archivada por pedido del Ministerio 

Público. De este modo, también quedó inconclusa. 

DECISIÓN  

La Corte Interamericana de Derechos Humanos determinó que Brasil era responsable por la violación 

del artículo 8.1 (derecho a las garantías judiciales de independencia e imparcialidad de la investigación, 

debida diligencia y plazo razonable) y 25 (derecho a la protección judicial) de la Convención Americana 

de Derechos Humanos. 

ARGUMENTOS  

5.1. Fuerzas de seguridad. Violencia institucional. Armas de fuego. Debida diligencia. Investigación 

y prevención. 

“[U]na vez que se tenga conocimiento de que los agentes de seguridad han hecho uso de armas de 

fuego con consecuencias letales, el Estado también está obligado a determinar si la privación de la vida 

fue arbitraria o no. Esta obligación constituye un elemento fundamental y condicionante para la 

protección del derecho a la vida que se ve anulado en esas situaciones” (párr. 176). 

“[T]odas las exigencias del debido proceso previstas en el artículo 8.1 de la Convención, así como 

criterios de independencia e imparcialidad, se extienden también a los órganos no judiciales a los que 

corresponda la investigación previa al proceso judicial, realizada para determinar las circunstancias de 

una muerte y la existencia de suficientes indicios para interponer una acción penal. Sin el cumplimiento 

de estas exigencias, el Estado no podrá posteriormente ejercer de manera efectiva y eficiente su 
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facultad acusatoria y los tribunales no podrán llevar a cabo el proceso judicial que este tipo de 

violaciones requiere” (párr. 185).  

“[L]os Principios sobre Prevención e Investigación Eficaces sobre Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o 

Sumarias, y su Manual (conocidos como Protocolo de Minnesota), disponen que en los casos en que se 

sospeche la participación de funcionarios estatales, ‘puede no ser posible una investigación objetiva e 

imparcial a menos que se cree una comisión indagadora especial’. Entre los factores que justifican la 

creencia de que funcionarios estatales participaron en el homicidio y que deberían inducir a crear una 

comisión especial imparcial que la investigue figuran, entre otros, cuando la víctima haya sido vista por 

última vez en la custodia de la policía o detenida” (párr. 186). 

5.2. Fuerzas de seguridad. Violencia institucional. Debida diligencia. Prevención e investigación. 

Principio de imparcialidad. Revictimización.  

“[E]l elemento esencial de una investigación penal sobre una muerte derivada de intervención policial 

es la garantía de que el órgano investigador sea independiente de los funcionarios involucrados en el 

incidente. Esa independencia implica la ausencia de relación institucional o jerárquica, así como su 

independencia en la práctica” (párr. 187). 

“[E]n el presente caso, las investigaciones por las muertes ocurridas en ambas redadas comenzaron con 

la presunción de que los agentes de policía se encontraban en cumplimiento de la ley, y que las muertes 

habrían sido resultado de los enfrentamientos que habrían ocurrido durante las redadas. Además, las 

líneas de investigación estuvieron dirigidas a determinar la responsabilidad de las personas que habían 

sido ejecutadas, enfocándose en determinar si contaban con antecedentes penales o si serían 

responsables de agredir o atentar contra la vida de los agentes de policía, lo que coincide con el 

contexto en el cual ocurrieron los hechos […] y la impunidad en ese tipo de casos” (párr. 195). 

“[E]sta tendencia en las investigaciones trajo como consecuencia la consideración de que las personas 

ejecutadas habrían incurrido en actividades delictivas que colocaron a los agentes de policía en la 

necesidad de defenderse y, en este caso, disparar contra ellos. Esta noción rigió la dinámica de las 

investigaciones hasta el final, provocando que existiera una revictimización contra las personas 

ejecutadas y contra sus familiares, y que las circunstancias de las muertes no fueran esclarecidas. [E]s 

importante notar que ante un contexto de alta letalidad y violencia policial, el Estado tenía la obligación 

de actuar con más diligencia y seriedad…” (párrs. 196 y 208). 

“En lo que respecta a la conducta de las autoridades judiciales, la Corte considera que no fue impulsada 

la investigación y que la misma estuvo destinada a evaluar la conducta de las víctimas muertas, y no de 

los oficiales de policía que las ejecutaron. La Corte considera que las autoridades no procuraron en 

forma diligente que las investigaciones avanzaran y que los responsables por los hechos fueran 

identificados y sancionados” (párr. 229). 
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6. “ESPINOZA GONZÁLES V. PERÚ”. 20/11/2014. 

HECHOS  

En 1993, fuerzas de seguridad interceptaron a la señora Espinoza Gonzalez y a su pareja en el marco de 

un operativo antiterrorista. Al momento de la detención, los agentes la insultaron, le propinaron golpes 

en la cabeza, la amenazaron de muerte y también a su familia. Asimismo, la amenazaron con violar su 

integridad sexual en caso de que su pareja no declarara. La mujer permaneció detenida varias semanas 

en sede policial, donde sufrió amenazas y agresiones físicas y sexuales. A pesar de las múltiples 

denuncias realizadas, no se investigaron los actos de violencia que habría sufrido durante su detención. 

DECISION  

La Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró que Perú era responsable por la violación de 

los artículos 5.1, 5.2 (integridad personal), 7.1, 7.2, 7.3, 7.4, 7.5, 7.6 (libertad personal), 8.1 (garantías 

judiciales), 11.1, 11.2 (protección de la honra y de la dignidad) y 25 (protección judicial) de la 

Convención Americana de Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. 

Asimismo, consideró que había violado los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura, así como en el artículo 7.b de la Convención Interamericana para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará). 

ARGUMENTOS  

6.1. Fuerzas de seguridad. Detención de personas. Tortura. Debida diligencia. Prevención e 

investigación. Carga de la prueba.  

“[L]a Corte considera relevante recordar los estándares que ha utilizado para la valoración de la prueba 

en este tipo de casos. Al respecto, en cuanto a las declaraciones rendidas por presuntas víctimas, la 

Corte ha considerado que éstas suelen abstenerse, por temor, de denunciar hechos de tortura o malos 

tratos, sobre todo si se encuentran detenidas en el mismo recinto donde estos ocurrieron, y que no 

resulta razonable exigir que las víctimas de tortura manifiesten todos los presuntos maltratos que 

habrían sufrido en cada oportunidad que declaran” (párr. 149). 

“[L]a detención de la señora Gladys Espinoza se realizó sin que mediara orden judicial y sin que fuera 

sometida a control judicial por al menos 30 días [...]. Estas condiciones en las que se realizó la detención 

favorecen la conclusión de la ocurrencia de los hechos alegados por aquélla. Tal como lo ha hecho en 

otras oportunidades, la Corte observa que llegar a una conclusión distinta, implicaría permitir al Estado 

ampararse en la negligencia e inefectividad de la investigación y la situación de impunidad en la que 

permanecen los hechos del caso, para sustraerse de su responsabilidad” (párr. 182). 

6.2. Fuerzas de seguridad. Violencia institucional. Uso de la fuerza. Tortura. Violencia psicológica.  

“[T]odo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio comportamiento de la 

persona detenida constituye un atentado a la dignidad humana, en violación del artículo 5 de la 

Convención Americana. En el presente caso, el Estado no ha demostrado que la fuerza utilizada al 
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momento de la detención de la señora Espinoza Gonzáles fue necesaria, por lo que el Tribunal considera 

que se violó su derecho a la integridad personal reconocido en el artículo 5.1 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma”16 (párr. 184). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
16 En el mismo sentido se pronunció la Corte en los casos J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 363; Familia Barrios Vs. Venezuela. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 237, párr. 52; Fleury y otros Vs. Haití. 
Fondo y Reparaciones. Sentencia de 23 de noviembre de 2011. Serie C No. 236, párr. 74. 
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7. “NADEGE DORZEMA Y OTROS VS. REPÚBLICA DOMINICANA”. 

24/10/2012. 

HECHOS  

Un camión transportaba a varias personas haitianas que habían cruzado la frontera con República 

Dominicana de manera ilegal. En un puesto de control, miembros de las Fuerzas Armadas hicieron señas 

al conductor para que se detuviera. Sin embargo, el camión no se detuvo y se inició una persecución. 

Los militares efectuaron varios disparos contra el vehículo y provocaron su vuelco. Al ver que los 

pasajeros intentaban huir, los agentes estatales continuaron con los disparos y provocaron la lesión y 

muerte de varias personas. Por estos hechos, se inició una investigación penal. La justicia resolvió 

absolver a los militares intervinientes. Contra esta decisión, los familiares de las víctimas fallecidas 

interpusieron recursos que no prosperaron. 

DECISIÓN 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró que Perú era responsable por la violación de 

los artículos 4.1 (vida), 5.1 (integridad personal), 7.1, 7.2, 7.3, 7.4, 7.5, 7.6 (libertad personal), 8.1, 

(garantías judiciales), 22.9 (libre circulación) y 25.1 (protección judicial) de la Convención Americana de 

Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento. 

ARGUMENTOS  

7.1. Fuerzas de seguridad. Uso de la fuerza. Violencia institucional. Migrantes. No discriminación. 

Principio de legalidad. Proporcionalidad.  

“[E]xiste un deber del Estado de adecuar su legislación nacional y de ‘vigilar que sus cuerpos de 

seguridad, a quienes les está atribuido el uso de la fuerza legítima, respeten el derecho a la vida de 

quienes se encuentren bajo su jurisdicción’. El Estado debe ser claro al momento de demarcar las 

políticas internas tratándose del uso de la fuerza y buscar estrategias para implementar los Principios 

sobre empleo de la fuerza y Código de conducta. En este sentido debe dotar a los agentes de distintos 

tipos de armas, municiones y equipos de protección que le permitan adecuar materialmente su 

reacción de forma proporcional a los hechos en que deban intervenir, restringiendo en la mayor medida 

el uso de armas letales que puedan ocasionar lesión o muerte”17 (párr. 80).  

“[N]o se acreditó la legalidad ni absoluta necesidad que motivara accionar la fuerza letal durante la 

persecución, ya que no se estaba repeliendo una agresión o peligro inminente. Como consecuencia, la 

grave situación ocasionada fue el resultado, al menos negligente, del uso desproporcionado de la fuerza 

imputable al Estado por el actuar de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. Asimismo, la 

Corte observa que en el contexto de discriminación contra migrantes, el uso de la fuerza desmedido en 

 
17 En el mismo sentido se pronunció la Corte en el caso Familia Barrios Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 237, párr. 49. 
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el caso, demostró la falta de implementación de medidas razonables y adecuadas para lidiar con esta 

situación en perjuicio de este grupo de personas haitianas” (párr. 91). 

7.2. Fuerzas de seguridad. Violencia institucional. Debida diligencia. Prevención e investigación. 

Acceso a la justicia.  

“[D]e conformidad con los Principios sobre el Empleo de la Fuerza, en caso de presentarse heridos luego 

del despliegue de la misma [...] se debe proceder con la rendición de informes de situación, los cuales 

deberán tener supervisión administrativa y judicial. De igual forma, debe existir una investigación de 

los hechos que permita determinar el grado y modo de la participación de cada uno de los 

interventores, sean materiales o intelectuales, y con ello, establecer las responsabilidades que puedan 

corresponder” (párr. 100).  

“La prohibición general a los agentes del Estado de privar de la vida arbitrariamente sería ineficaz si no 

existieran procedimientos para verificar la legalidad del uso letal de la fuerza ejercida por agentes 

estatales. La Corte ha entendido que la obligación general de garantizar los derechos humanos 

consagrados en la Convención, contenida en el artículo 1.1 de la misma, contiene la obligación de 

investigar los casos de violaciones del derecho sustantivo que debe ser amparado, protegido o 

garantizado. Esta obligación general se ve especialmente acentuada en casos de uso de la fuerza letal. 

Una vez que se tenga conocimiento de que sus agentes de seguridad han hecho uso de armas de fuego 

con consecuencias letales, el Estado está obligado a iniciar ex officio y sin dilación una investigación 

seria, independiente, imparcial y efectiva [...]. Esta obligación constituye un elemento fundamental y 

condicionante para la protección del derecho a la vida que se ve anulado en esas situaciones”18 (párr. 

101). 

“[L]as víctimas de violaciones de derechos humanos, o sus familiares, deben contar con amplias 

posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto en la procuración del 

esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como en la búsqueda de una debida 

reparación. En este sentido, la Corte ha señalado que en un caso de ejecución extrajudicial los derechos 

afectados corresponden a los familiares de la víctima fallecida, quienes son la parte interesada en la 

búsqueda de justicia y a quienes el Estado debe proveer recursos efectivos para garantizarles el acceso 

a la justicia, la investigación y, en su caso, la eventual sanción de los responsables y la reparación integral 

de las consecuencias de las violaciones” (párr. 199). 

 

 

 

 

 

 
18 En el mismo sentido se pronunció la Corte en el caso Familia Barrios Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 237, párr. 49. 
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8. “FAMILIA BARRIOS V. VENEZUELA”. 24/11/2011. 

HECHOS 

La familia Barrios era una familia de escasos recursos que residía en Aragua, Venezuela. Allí era 

frecuente el uso arbitrario de la fuerza y las ejecuciones extrajudiciales por parte de la policía. En ese 

marco, diversos miembros de la familia sufrieron detenciones y allanamientos sin orden judicial. 

Asimismo, fueron amenazados y maltratados en reiteradas oportunidades por la policía. En un episodio, 

la policía detuvo a dos integrantes menores de edad, les propinó amenazas y golpes, y los liberó al día 

siguiente. Luego, siete miembros de la familia perdieron la vida en manos de la policía. Entre ellos, se 

encontraba un niño. La familia realizó diversas denuncias ante la fiscalía, pero las investigaciones no 

dieron lugar a la identificación de los culpables. 

DECISIÓN 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró que Venezuela era responsable por la 

violación de los artículos 4.1 (vida), 5 (integridad personal), 7 (libertad personal), 8.1 (garantías 

judiciales), 11.2 (protección de la honra y de la dignidad), 19 (derechos del niño), 21.1, 21.2 (propiedad 

privada), 22.1 (derecho de circulación y residencia) y 25 (protección judicial) de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Asimismo, 

consideró que Venezuela había violado los artículos 6 y 8 de la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura. 

ARGUMENTOS  

8.1. Fuerzas de seguridad. Uso de la fuerza. Detención de personas. Principio de legalidad. Principio 

de excepcionalidad.  

“[E]l uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad estatales: a) debe estar definido por la 

excepcionalidad, y debe ser planeado y limitado proporcionalmente por las autoridades. En este 

sentido, sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de coerción cuando se hayan agotado 

y hayan fracasado todos los demás medios de control; b) el uso de la fuerza letal y las armas de fuego 

contra las personas debe estar prohibido como regla general, y su uso excepcional deberá estar 

formulado por ley y ser interpretado restrictivamente, no siendo más que el ‘absolutamente necesario’ 

en relación con la fuerza o amenaza que se pretende repeler; c) debe estar limitado por los principios 

de proporcionalidad, necesidad y humanidad. La fuerza excesiva o desproporcionada por parte de los 

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley que da lugar a la pérdida de la vida puede por tanto 

equivaler a la privación arbitraria de la vida, y d) la legislación interna debe establecer pautas lo 

suficientemente claras para la utilización de fuerza letal y armas de fuego por parte de los agentes 

estatales, así como para asegurar un control independiente acerca de la legalidad de la misma” (párr. 

49). 

“El artículo 7 de la Convención consagra garantías que representan límites al ejercicio de la autoridad 

por parte de agentes del Estado. Esos límites se aplican a los instrumentos de control estatales, uno de 

los cuales es la detención. Dicha medida debe estar en concordancia con las garantías reconocidas en 
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la Convención, siempre y cuando su aplicación tenga un carácter excepcional y respete el principio a la 

presunción de inocencia y los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad, indispensables en 

una sociedad democrática”19 (párr. 53).  

8.2. Fuerzas de seguridad. Uso de la fuerza. Violencia Institucional. Derecho a la integridad personal. 

Derecho a la vida. Niños, niñas y adolescentes. 

“[L]a mera amenaza de que ocurra una conducta prohibida por el artículo 5 de la Convención, cuando 

sea suficientemente real e inminente, puede en sí misma estar en conflicto con el derecho a la 

integridad personal. Asimismo, crear una situación amenazante o amenazar a un individuo con quitarle 

la vida puede constituir, en algunas circunstancias, al menos, tratamiento inhumano” (párr. 82). 

“[L]a obligación del Estado de respetar los derechos a la libertad y a la integridad de toda persona bajo 

su jurisdicción presenta modalidades especiales en el caso de niños, como se desprende de las normas 

sobre protección a los niños establecidas en la Convención Americana y en la Convención sobre los 

Derechos del Niño; y se transforma en una obligación de ‘prevenir situaciones que pudieran conducir, 

por acción u omisión, a la afectación de aquél’. En ese sentido, la Corte ha señalado que conforme a su 

jurisprudencia y otros instrumentos internacionales, la detención de niños ‘debe ser excepcional y por 

el período más breve posible’”20 (párr. 85).  

 

 

 

 

 
19 En el mismo sentido se pronunció la Corte en el caso Torres Millacura y otros Vs. Argentina. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de agosto de 2011. Serie C No. 229, párr. 71. 
20 En el mismo sentido se pronunció la Corte en el caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie C No. 100, párr. 138; Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán 
Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001, párr. 146. 


